
DERECHO A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA. ALCANCE DEL PRINCIPIO DE JUSTICIA COMPLETA RESPECTO 
AL CUMPLIMIENTO DE LAS SENTENCIAS.  
 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 192/2007, 
determinó que el derecho a la tutela judicial efectiva consagra los siguientes principios: 1) de justicia 
pronta; 2) de justicia completa; 3) de justicia imparcial; y 4) de justicia gratuita. Ahora, si el citado 
derecho está encaminado a asegurar que las autoridades encargadas de aplicarla lo hagan de manera 
pronta, completa, gratuita e imparcial, es claro que las autoridades que se encuentran obligadas a la 
observancia de la totalidad de los derechos que la integran son todas aquellas que realizan actos 
materialmente jurisdiccionales, es decir, las que en su ámbito de competencia tienen la atribución 
necesaria para dirimir un conflicto suscitado entre diversos sujetos de derecho, independientemente de 
que se trate de órganos judiciales, o bien, solo materialmente jurisdiccionales. En ese contexto, es 
factible concluir que dentro del principio de justicia completa, se puede incardinar el derecho a que las 
sentencias dictadas se ejecuten plena y cabalmente, ya que de otra manera no es posible entender que 
exista completitud en el fallo pronunciado si no se ejecuta y materializa en los hechos, tal y como lo 
determinó previamente el órgano jurisdiccional correspondiente.  
 
SEGUNDA SALA  
Amparo en revisión 1047/2018. Transportes León-México, S.A. de C.V. 20 de febrero de 2019. Cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González 
Salas y Javier Laynez Potisek; votó con reserva de criterio José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.  


